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Ref: Jornada de Discusión General sobre el derecho a la educación de las personas con discapacidad a desarrollarse el 15 de abril de 2015 en el marco de las sesiones ante el Comité de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Distinguidos miembros del Comité de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

De nuestra mayor consideración:

Por medio de la presente tenemos el agrado de acercarles nuestro aporte en el marco de la convocatoria pública que el Comité efectuara con el objeto de recibir comentarios, sugerencias, y propuestas de los Estados Partes, ONG, y sociedad civil, en miras a una eventual adopción de un Comentario General sobre el artículo 24 de la CDPD.

Al documento anexo recoge el arduo trabajo de un grupo de profesores, activistas y alumnos
 quienes intentaron imaginar lo que un eventual General sobre el artículo 24 de la CDPD podría recoger. 
Se trata de un primer borrador o propuesta que tiene como objetivo generar su discusión y debate pero adoptando un formato y estilo similar al utilizado por los órganos de tratados en sus respectivas áreas de incumbencia. 
La propuesta que se remite a vuestra consideración es el fruto de un proceso de trabajo y revisión en el que participaron diferentes clínicas jurídicas especializadas en discapacidad y derechos humanos de universidades del espacio Iberoamericano, como la Clínica Jurídica en Discapacidad y Derechos Humanos de la Universidad Nacional de Mar del Plata, Argentina, la Clínicas Jurídica del Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas de la Universidad Carlos III de Madrid, España, la Clínica Jurídica del PAIIS en la Universidad de los Andes de Colombia y la Clínica Jurídica en Discapacidad y Derechos Humanos de la Pontifica Universidad Católica del Perú.
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Mar del Plata, Argentina, 20 de Noviembre de 2015

Francisco J Bariffi
Coordinador 

Propuesta de Borrador de ObsErvación General del Comité de la CDPD sobre el artículo 25 sobre “Eduación”
I.INTRODUCCIÓN

1. La educación es un derecho humano fundamental, clave en el desarrollo personal de niños, niñas, adolescentes y adultos, y central para el desarrollo de todas las sociedades. En este sentido, el informe emitido por la Comisión Internacional sobre educación para el siglo XXI ha señalado que la educación es un instrumento indispensable para que la humanidad pueda progresar hacia los ideales de paz, libertad y justicia social
. 
2. El derecho a la educación ha sido abordado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) (Artículo 26), en donde se afirma que toda persona tiene derecho a la educación. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) (Artículo 13) reafirma lo anterior al mismo tiempo que sostiene que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión y la tolerancia. Además, la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) establece, en su Artículo 23, el derecho del niño con discapacidad a tener acceso efectivo a la educación y la capacitación con el objeto de lograr su desarrollo individual y su inclusión social. Asimismo, el Artículo 28 establece el derecho del niño a la educación, derecho que debe ejercerse en condiciones de igualdad; mientras que el Artículo 29 afirma que la educación del niño debe estar encaminada a desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades.

3. El derecho a la educación es un derecho universal, reconocido por el Derecho internacional de los Derechos Humanos (DIDH), y, como tal, se aplica a todas las personas, incluidas las personas con discapacidad
. La Declaración de Salamanca (1994) proclamó que cada niño o niña tiene características, intereses, capacidades y necesidades de aprendizaje que le son propios; por lo tanto, los sistemas educativos deben ser diseñados de modo que tengan en cuenta toda la gama de esas diferentes características y necesidades. De esta forma, una educación inclusiva requiere que las escuelas deban acoger a todos los niños y niñas, independientemente de sus condiciones físicas, intelectuales, sociales, emocionales, lingüísticas u otras. De esta forma, no solo se trata de brindar una educación de calidad a todos los niños y niñas, sino también de cambiar las actitudes de discriminación y los sistemas discriminadores,
 para crear sociedades inclusivas, que respeten y valoren las diferencias y la dignidad de todas las personas por igual. Educación inclusiva implica, entonces, que todas las personas tienen el derecho de aprender dentro de los mismos sistemas educativos, los cuales deben ser diseñados teniendo en cuenta las necesidades de todas las personas, no solo de las aparentemente “estándar”. Ello debe realizarse con independencia de cualquier  condición física, social, cultural, intelectual, o de otra índole, para que cada persona pueda desarrollar el máximo. En este sentido, cabe entender que se ha de exigir que se haga realidad “el derecho a una educación inclusiva, de calidad y gratuita, para todos los niños y todas las niñas con discapacidad en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas. Lo que supone que todos y todas han de educarse en el mismo sistema de educación general, garantizándose los apoyos y ajustes necesarios para atender adecuadamente a las diversas necesidades educativas que presenten los niños y las niñas, de modo que puedan desarrollar su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades”
. Y es que la educación inclusiva está basada “en la valoración de la diversidad como elemento enriquecedor del proceso de enseñanza   y aprendizaje y, en consecuencia, favorecedor del desarrollo humano”
.
4. Por lo tanto, el aprendizaje debe adaptarse a las necesidades de cada niño o niñas, más que cada niño o niña adaptarse a los supuestos predeterminados, en cuanto al ritmo y a la naturaleza del proceso educativo. Esta es la expresión del modelo social de la discapacidad y de respeto a los derechos humanos. Las escuelas inclusivas reconocen las diferentes necesidades de sus alumnos y responden a ellas, se adaptan a los diferentes estilos y ritmos de aprendizaje de los niños y garantizan una enseñanza de calidad a través de un programa de estudios apropiado, una buena organización escolar, una utilización adecuada de los recursos y una relación con sus comunidades
.
5. Tal como Ignacio Campoy sostiene, la educación inclusiva no es más que la formulación actual del derecho a la educación, por lo cual no pueden tratarse de forma separada
. Esta formulación actual, se centra en una educación que respete el derecho a la igualdad de oportunidades, el derecho a la participación social, el desarrollo personal, la dignidad y la no discriminación de las personas con discapacidad.  La negación del derecho a la educación inclusiva implica la violación de los derechos antes mencionados; y constituye un ejemplo de la indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos.

6. El informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha reafirmado lo anterior, al sostener que la educación inclusiva es la modalidad más adecuada para que los Estados garanticen la universalidad y la no discriminación en el derecho a la educación. Y para que las personas con discapacidad puedan ejercer efectivamente su derecho a la educación es necesario que un sistema educativo inclusivo; en consecuencia, el derecho a la educación es también el derecho a la educación inclusiva
. 

7. La educación inclusiva debe ser una buena educación para todos. El profesor Gerardo Echeita Sarrionandia cuestiona si es que hablar de educación inclusiva no es lo mismo que hablar de educación de calidad para todos o todas o, simplemente, de buena educación. Además, afirma que la inclusión educativa se vincula con la preocupación por un aprendizaje y un rendimiento escolar de calidad y exigente con las capacidades de cada alumno o alumna, lo cual contribuye a favorecer un aprendizaje “con significado y sentido para todos y todas”
.

II.
CONTENIDO NORMATIVO DEL ARTÍCULO

Artículo 24, párrafo 1

8. En el primer párrafo se reconoce el derecho a la educación de las personas con discapacidad y se establece que, para hacer efectivo este derecho, los Estados deben establecer un sistema educativo inclusivo en todos los niveles, así como la enseñanza a lo largo de la vida. Además, este párrafo especifica  la obligación de los Estados Parte de tener en cuenta, al asegurar dicho derecho, que la educación inclusiva tiene como objetivos el desarrollo del potencial humano, el sentido de la dignidad y la autoestima, y refuerza el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la diversidad humana. Asimismo el artículo destaca la necesidad de que los Estados tengan en mira que la educación inlcusiva permite el desarrollo de la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas. Finalmente, los Estados  deberán asegurar un sistema de educación inclusivo teniendo en cuenta el papel que tiene la educación, como herramienta de inclusión, siendo que tanto la escolaridad inicial, primaria u secundaria, asi como todas las demás etapas de educación hacen posible la participación plena  de las personas en la sociedad. 

Artículo 24, párrafo 2

9. El segundo párrafo establece cuales son las obligaciones de los Estados para poder hacer efectivo su cumplimiento. En primer término, los Estados deben asegurar que ninguna persona con discapacidad (tanto sea niño, niña, adolescente o adulto) sea excluida del sistema educativo, en ninguno de sus niveles, por motivos de discapacidad. Este párrafo debe leerse a la luz del concepto de discriminación por motivo de discapacidad que establece la CDPD en su artículo 2. Asimimo se especifica la obligación de asegurar que la educación brindada debe ser inclusiva, de calidad, gratuita y en igualdad de condiciones, y el derecho de los niños, niñas, adolescentes y adultos con discapacidad a recibir dicha educación dentro de la comunidad en la que viven. En segundo término, se introduce la obligación de realizar los ajustes razonables en función de las necesidades de cada persona y brindar los apoyos necesarios dentro del sistema general de educación con el fin de hacer efectivo el acceso a la educación. Las medidas de apoyo deben ser personalizadas y efectivas para fomentar el máximo desarrollo académico y social.

Artículo 24, párrafo 3

10. El tercer párrafo nuevamente reafirma que los Estados son responsables de brindarle a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender habilidades para la vida y el desarrollo social, con el fin de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comunidad. Con este fin, el párrafo 3 menciona acciones específicas al sostener que los Estados deberán tomar medidas para facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de movilidad, la tutoría y el apoyo entre pares. Así como también facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas; y asegurar que la educación de las personas (en particular los niños y las niñas ciegos, sordos o sordociegos) se imparta en los lenguajes, modos y medios de comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social. En este punto, el artículo pone énfasis en la obligación de que los Estados Parte tomen todas las medidas pertinentes para asegurar que las personas que lo requieran, puedan recibir una educación  en los lenguajes, modos y medios de comunicación más apropiados según sus necesidades, y en los entornos que les permitan alcanzar su mayor desarrollo académico y social. Para ello es esencial facilitar el aprendizaje de dichos modos, medios y formatos, como asimismo el aprendizaje de la lengua de señas, y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas, conforme la misma CDPD proclama, promueve y reconoce a través del artículo 21, inc b y e
Artículo 24, párrafo 4

11. El cuarto párrafo apunta a las medidas que el Estado debe tomar respecto a docentes, profesionales y personal que trabajen en todos los niveles educativos a fin de alcanzar un sistema educativo inclusivo. Se establece que deberán emplearse docentes que estén cualificados en lengua de señas o Braille, incluidos docentes con discapacidad. Además, deberán tomarse medidas pertinentes para  formar a profesionales y personal que trabajen en todos los niveles educativos. Este párrafo resalta que la formación de las y los docentes incluye la toma de conciencia sobre la discapacidad (en coherencia con el art. 8 de la CDPD) y el uso de modos, medios y formatos de comunicación aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con discapacidad.

Artículo 24, párrafo 5

12. El quinto párrafo  destaca que las obligaciones de los Estados Parte deben asegurar que  el derecho a la educación de las personas con discapacidad se garantice a lo largo de toda su vida y respecto de todos los niveles. Es por ello que se afirma que los Estados deben asegurar que tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, si bien la adopción de ajustes razonables es parte del mismo concepto de no discriminación, se resalta la obligación de los Estados de asegurar que se realicen los ajustes razonables pertinentes.
III.
OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTES

13. Los Estados partes tienen la obligación de respetar, proteger y hacer realidad el derecho de las personas con discapacidad a la educación, en todos los niveles, en condiciones de igualdad y no discriminación. A este respecto, los Estados deben abstenerse de cualquier actuación que prive a las personas con discapacidad del derecho a la educación. De la misma forma, deben adoptar medidas para impedir que agentes estatales, no estatales y particulares interfieran en la realización de dicho derecho. Esto implica que el Estado tiene la obligación de tomar medidas específicas para fiscalizar que las instituciones educativas, tanto públicas como privadas, respeten el derecho de las personas con discapacidad a la educación en ámbitos inclusivos, que contemplen las diferencias y provean los ajustes razonables y los apoyos que sean necesarios para tal fin. Es importante que el Estado cumpla su rol de garante del derecho a la educación y de supervisor de todas las instituciones educativas, también, pues, de aquellas que pretendan ampararse en su naturaleza de “privadas” para evadir sus obligaciones respecto del derecho a la educación inclusiva de personas con discapacidad.

14. De la misma forma, el Estado debe tomar medidas activas con el objeto de evitar que los agentes particulares interfieran en el derecho a la educación. En este punto es central la labor del Estado en pos de concientizar, sensibilizar e incluso capacitar a la sociedad en general respecto de la educación inclusiva, la no discriminación y el respeto de la dignidad de todas las personas. La promoción del respeto por la diversidad, la divulgación de valores y prácticas inclusivas, y la eliminación de prejuicios y estereotipos son fundamentales para el desarrollo de una sociedad inclusiva, en la que la educación inclusiva tiene que ser su pilar. La inclusión de personas con discapacidad en la educación no supone sólo que un niño, niña, adolescente o adulto compartan la misma aula con sus pares que no tienen una discapacidad; sino que se basa en la posibilidad de interactuar, participar y enriquecerse ambas partes en dicho proceso, compartiendo una misma experiencia educativa. Esto solo es posible si el Estado adopta las medidas adecuadas para que la sociedad, en su conjunto, respete y sea activa en la construcción del sistema de educación inclusivo. 

15. El Estado también tiene la obligación de que la educación provista  sea de calidad, gratuita y disponible en la comunidad donde las personas con discapacidad vivan. Esto implica que el Estado tiene la obligación de tomar medidas necesarias (sancionar leyes, desarrollar políticas públicas, analizar los presupuestos educativos, etc.) para que se garantice la debida capacitación de docentes, profesionales y personal, reformulación de los programas educativos, evaluación de las condiciones de accesibilidad y provisión de apoyos y ajustes razonables. En este proceso, es central que las organizaciones de la sociedad civil involucradas con esta cuestión, las personas con discapacidad (incluidos, obviamente y de forma muy especial, los niños, niñas y adolescentes con discapacidad) y sus familiares, sean también incluidos. La educación inclusiva no puede construirse sobre la base de un proceso que excluya su participación efectiva. 

16. El derecho a la educación inclusiva obliga a los Estados a realizar una reforma en sus sistemas educativos, las cuales, necesariamente, se harán de forma progresiva. El concepto de realización progresiva reconoce el hecho de que la plena efectividad de todos los derechos económicos sociales y culturales no se logrará de forma inmediata. El tiempo necesario para realizar las reformas que deben introducirse y la disponibilidad de recursos son dos factores clave. Sin embargo, la realización progresiva de derechos no debe ser mal interpretada, como una reducción de las obligaciones estatales respecto del cumplimiento de los derechos protegidos. Efectivamente, la realización progresiva plantea una obligación. La Convención establece en su Artículo 4(2) que “Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional”.

17. Además, el Estado tiene el deber de centrar sus esfuerzos en la plena efectividad del derecho a la educación inclusiva; por lo que su inacción, su irrazonable demora y/o la adopción de medidas que impliquen un retroceso en tal derecho viola la idea de progresividad. En todo caso, la progresividad implica que los Estados fijen de manera inmediata estrategias y metas para lograr la vigencia plena del derecho a la educación inclusiva para las personas con discapacidad, con un sistema verificable de indicadores que permitan una supervisión desde los sectores sociales. Es decir, los Estados tienen la obligación de diseñar planes, con metas y objetivos claros, a ser logrados en un tiempo razonable; a lo cual debe sumarse la construcción de una estructura que permita a los diferentes sectores sociales el control y la supervisión de estas tareas. De esta forma, la progresividad, no permite que los Estados se demoren en el cumplimiento de sus deberes, sino que, por el contrario, establece una determinante obligación de los Estados para actuar lo más rápida y eficazmente posible. Además, los Estados no podrán dilatar o tomar medidas referentes a la materia de manera aislada, sin coordinación, sino que se obligan a diagramar un plan concreto y certero que importe el acabado cumplimiento de sus obligaciones, libremente asumidas al ratificar la Convención.

18. El derecho a la educación en condiciones de igualdad es un derecho humano que reviste tal importancia que su cumplimiento progresivo debe estar limitado por los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, junto con el principio de no discriminación. Principios que son exigibles a los Estados por parte de la comunidad a través de mecanismos nacionales e internacionales en materia de derechos humanos.
 La realización progresiva no significa, pues, que los Estados pueden no tomar medidas en absoluto o que pueden hacerlo en un período indefinido de tiempo. Tal como el Comité de Derechos Económicos, Sociales lo ha requerido, los Estados deben trabajar  de forma expedita y eficaz  hacia la plena realización de los derechos (en este caso, el derecho a la educación inclusiva). Para esto, el Comité sugiere una posibilidad que puede aplicarse al derecho a la educación: el establecimiento de “calendarios/agendas” a seguir (una forma de sistematizar el proceso de reforma educativa y ponerle un límite temporal), así como también de mecanismos de seguimiento de los resultados.
 Los Estados tienen la obligación de desarrollar y comenzar a aplicar estos planes para hacer efectivo el derecho a la educación de las personas con discapacidad.

19. El hecho de que el cambio necesario requiera de un considerable plazo, no exime a los Estados de tomar medidas hacia su realización, y exige previsión, análisis y planificación. Respecto a esta progresividad de los derechos económicos, sociales y culturales (entre los cuales, como queda dicho, se incluye el derecho a la educación),  el Comité de Nacionales Unidas de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su Comentario General 5 (1994), ha establecido que: “la obligación de los Estados Partes en el Pacto de promover la realización progresiva de los derechos correspondientes en toda la medida que lo permitan sus recursos disponibles exige claramente de los gobiernos que hagan mucho más que abstenerse sencillamente de adoptar medidas que pudieran tener repercusiones negativas para las personas con discapacidad. En el caso de un grupo tan vulnerable y desfavorecido, la obligación consiste en adoptar medidas positivas para reducir las desventajas estructurales y para dar el trato preferente apropiado a las personas con discapacidad, a fin de conseguir los objetivos de la plena participación e igualdad dentro de la sociedad para todas ellas. Esto significa en la casi totalidad de los casos que se necesitarán recursos adicionales para esa finalidad, y que se requerirá la adopción de una extensa gama de medidas elaboradas especialmente”
.

20. Por otro lado, existe una amplia gama de medidas que son de realización inmediata y que permiten hacer efectivo el derecho a la educación de las personas con discapacidad. En primer lugar, los recursos que se encuentran disponibles pueden, de forma inmediata, comenzar a utilizarse de una manera que sea compatible con el desarrollo de la educación inclusiva.
 El derecho a la educación tiene elementos inmediatamente realizables, el derecho a una educación libre de discriminación puede, en gran medida, realizarse de forma inmediata. En este contexto, la discriminación puede variar desde la negación flagrante de la educación, hasta la segregación y el aislamiento en los ámbitos educativos. Por lo tanto, los Estados no sólo tienen la obligación de abstenerse de discriminar en la implementación del derecho a la educación, sino que también debe eliminar inmediatamente las prácticas y políticas discriminatorias existentes. Por último, los Estados Partes de la CDPD no deben permitir que la existente protección de dicho derecho se deteriore (principio de no retroactividad)

III.
RELACIÓN CON OTROS ARTÍCULOS DE LA CONVENCIÓN

21. Tal como establece la Convención en su Artículo 24, para hacer efectivo el derecho a la educación, sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los Estados deben asegurar un sistema de educación inclusivo a todos los niveles. El derecho a la educación inclusiva está vinculado con el disfrute de todos los derechos humanos establecidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y de forma muy especial con algunos como: igualdad y no discriminación (Art. 5); toma de conciencia (Art. 8); accesibilidad (Art. 9); derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad (Art. 19); derecho al trabajo y empleo (Art. 27); y derecho a la participación en la vida política y pública (Art. 29). El no establecimiento de sistemas educativos inclusivos compromete notablemente la capacidad de las personas con discapacidad a reivindicar, ejercer y hacer cumplir algunos de estos derechos; al mismo tiempo que implica una clara violación de otros.

Artículo 5: Igualdad y no discriminación

22. Tal como se ha argumentado en párrafos anteriores, la educación inclusiva no es más que la efectiva realización del derecho a la educación de forma igualitaria y en un contexto de no discriminación. Los ámbitos educativos inclusivos son el medio más eficaz para combatir las actitudes discriminatorias, crear comunidades inclusivas y fomentar la igualitaria participación de sus miembros. Como tal, acogen a todos los niños, niñas y jóvenes, independientemente de sus condiciones físicas, intelectuales, sociales, emocionales lingüísticas u otras. Por lo tanto, fomentan la construcción de una sociedad centrada en el respeto por la diferencia y la dignidad de todas las personas por igual. Esto es clave, porque no solo de trata de respetar el derecho a la igualdad y la no discriminación en los ámbitos educativos, sino que la educación inclusiva fomenta el respeto de estos derechos por parte de la sociedad en su conjunto y en todos los ámbitos. 

23. Existe la imperiosa necesidad de cambiar de perspectiva social. Durante demasiado tiempo los problemas de las personas con discapacidades han sido agravados por una sociedad invalidante que se fija más en su discapacidad que en su potencial; donde los derechos de igualdad y no discriminación son avasallados. Sin embargo, la educación inclusiva es una herramienta fundamental para la superación de los estereotipos y la exclusión. De allí la importancia de lo señalado también por el artículo 7(1) de la CDPD en tanto que garantiza la igualdad para que “los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas”. Ello nos reafirmar lo que entendemos por educación inclusiva, y que claramente es un derecho de todos los niños y niñas.
Artículo 8: toma de conciencia

24. Este artículo tiene un impacto directo en el derecho a la educación. Sostiene que los Estados Partes están obligados a adoptar medidas inmediatas, efectivas y apropiadas para fomentar en todos los niveles del sistema educativo una actitud de respeto por los derechos de las personas con discapacidad. Esta medida va más allá de la educación para niños, niñas y adeolescentes con discapacidades. La sensibilización sobre los derechos de las personas con discapacidad en el sistema de educación es importante para la exitosa implementación de la Convención en su conjunto, ya que ayuda a eliminar el estigma y otras barreras actitudinales. Por lo tanto, este artículo guarda una importante relación con el derecho a la educación inclusiva. Sólo compartiendo la misma experiencia educativa los niños con y sin discapacidad se conseguirá formar una sociedad inclusiva para todos. 

Artículo 9: Accesibilidad

25. La accesibilidad a las instituciones educativas y dentro de éstas, así como también la accesibilidad a los medios de transporte, a la información y los materiales educativos; son determinantes para la construcción de una educación inclusiva. Tal como sostiene este artículo, los Estados deben identificar y eliminar aquello que sea un obstáculo o barrera para la accesibilidad, así como también deben ofrecer formas de asistencia y apoyo (en este caso, en el ámbito educativo). En este punto resulta de suma importancia garantizar asimismo la accesibilidad comunicacional, para lo cual será imprescindible que los Estados Parte tengan muy presente el concepto de comunicación y lenguaje que la CDPD  establece en su art. 2, al establecerse que  la “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso;” y que por  “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras formas de comunicación no verbal;”

26. La accesibilidad es el resultado del diseño universal que propone construir espacios arquitectónicos, bienes y servicios, que se adapten a las diferentes necesidades de las personas, para que todos puedan hacer uso de ellos mismos, y donde los servicios se ofrezcan de forma cómoda, independiente y segura. Por ende, no se trata de construir espacios o bienes “especiales”, que separen a una persona de otra de acuerdo a sus necesidades, de movilidad o de otro tipo, sino de diseñar espacios, bienes y servicios, que se acomoden a los usuarios (no al contrario). Las instituciones educativas y las técnicas, instrumentos y servicios utilizados en el aprendizaje, deberán ser reformados y/o construidos para cumplir con dichos criterios. Además, deberán hacerse los ajustes razonables en función de las necesidades individuales y de brindar los apoyos que requiera la persona con discapacidad para garantizar el acceso a la educación. Claramente, la accesibilidad no se centra solo en lo arquitectónico, sino que deben poder acceder a la información y a los materiales necesarios para concretar su educación. Por su parte, el Estado debe garantizar que los ámbitos educativos y la educación en general sean accesibles en todos los aspectos ya desarrollados.

Artículo 19: Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad

27. La educación, en todos sus niveles, es un factor fundamental para la capacitación de personas capaces de vivir su vida adulta de forma independiente. En general, la educación ayuda a inculcar aptitudes necesarias para la vida cotidiana, se enseñan habilidades funcionales que responden a las demandas sociales y de comunicación, así como a las expectativas de la vida adulta. Todo lo cual prepara a alumnas y a alumnos para ser miembros independientes y activos en sus comunidades al salir del ámbito educativo.
 Es por ello que el efectivo ejercicio, o no, del derecho a la educación inclusiva, necesariamente afecta a las posibilidades que tengan las personas con discapacidad de poder ejercer su derecho a vivir de forma independiente y ser incluido en su comunidad.

28. Además, tal como se ha explicado, la educación inclusiva favorece el desarrollo de comunidades que incluyan a las personas con discapacidad, acepten y valoren las diferencias y aprecien su aporte a la sociedad. Por lo tanto, la educación inclusiva tiene un papel doble respecto la concreción del artículo 19: permite que las personas con discapacidad reciban una formación clave para ser personas independientes y activas en sus comunidades, y, a la vez, educa a sus pares en valores para que éstos también fomenten su inclusión en la comunidad.

29. De acuerdo con un informe del UNESCO, la educación es un medio para mejorar las capacidades y opciones individuales con el fin de disfrutar de las libertades de la ciudadanía, la educación facilita el desarrollo de las capacidades de las personas (y grupos) para tomar sus propias decisiones y forjar su propio destino.
 

Artículo 27: Trabajo y empleo

30. Es un hecho que, para todas las personas, acceder a la educación, en todos sus niveles, es requisito indispensable para poder insertarse en el mercado laboral. Del mismo modo, la educación recibida incide en el tipo de empleo y la remuneración a la cual se podrá acceder. Tal como afirma la OIT, “la educación y la formación son un medio para potenciar a las personas, mejorar la calidad y la organización del trabajo, aumentar la productividad y los ingresos de los trabajadores […] promover la seguridad en el empleo, y la equidad y la inserción sociales. Por consiguiente, la educación y la formación son la piedra angular de un trabajo decente.”
 

31. Más allá de las políticas específicas que los Estados deben tomar para garantizar el acceso al empleo por parte de las personas con discapacidad, el acceso a una educación inclusiva y de calidad es un punto central. Nuevamente, no solo porque permite a las personas con discapacidad adquirir conocimientos y habilidades centrales para el mercado laboral, sino porque también permite que las personas sin discapacidad, que se forman compartiendo el mismo aula, sean personas más inclusivas. Lo cual también contribuye a la formación de “posibles empleadores” capaces de incorporar personal en condiciones de igualdad y no discriminación. 
Artículo 29: Participación en la vida política y pública

32. El artículo 29 se centra en el derecho de las personas con discapacidad a elegir a sus representantes a través del voto, ser elegidos y participar de la vida pública (en organizaciones, asociaciones). En general, la educación tiene un papel preponderante en formar a los alumnos y alumnas para su participación, como ciudadanos, en la vida política y pública. En muchos casos, el ámbito educativo es donde las personas pueden fomentar sus intereses respecto a los diferentes canales de participación e instruirse a tal respecto. Además, en el caso del derecho a ser elegido, los países tienen diferentes normas respecto del nivel educativo exigible para acceder a cada uno de los puestos gubernamentales o de gestión. Por lo tanto, el acceso a la educación resulta condicionante y puede ser determinante. 

33. Para las personas con discapacidad, quienes en general ven violados sus derechos contenidos en el Artículo 29 por razones que van más allá de su nivel educativo, acceder a la formación exigible también es central. No solo para ser elegidos, sino también para ser ciudadanos activos de la vida pública y política de sus comunidades. Por otro lado, la educación inclusiva también crea un contexto social ampliamente más favorable para la concreción de los derechos contenidos en este artículo.

Contenidos Mínimos

Sin perjuicio de las propuestas y reflexiones vertidas en los puntos anteriores, consideramos que un eventual comentario general sobre el artículo 24 de la CDPD debiera abordar mínimamente las siguientes cuestiones básicas:

A)
Noción amplia de educación: El Artículo 24 contempla una noción amplia de educación, que no solo cubre la educación inicial, primaria, secundaria y terciaria, sino también la educación a lo largo de toda la vida, como la educación vocacional, la formación profesional o la educación de postgrado.

B)
Aprendizaje de habilidades para la vida y el desarrollo social: Sin perjuicio de la inclusión de las personas con discapacidad en los programas y planes educacionales generales, la CDPD exige que las escuelas y el sistema educativo también potencie el desarrollo de habilidades especiales, como aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, y el aprendizaje de la lengua de señas y el reconocimiento y promoción de identidad lingüística de las personas sordas
C)
Garantía de no-discriminación, ajustes razonables y apoyos: El Artículo 24 reitera expresamente el derecho de las personas con discapacidad de no ser excluidas del sistema educativo por motivo de discapacidad, así como el derecho de contar con ajustes razonables y apoyo personalizado.

D)
Capacitación y formación de docentes, profesionales y personal: El Artículo 24 reconoce que los Estados deben garantizar que los maestros y maestras estén cualificados sobre medios alternativos de comunicación, y que tanto docentes como profesionales, personal, alumnado y familias se encuentren sensibilizados y tengan conciencia y sobre los derechos de las personas con discapacidad 

E)
Proyección sobre otros derechos: la educación inclusiva es igualmente necesaria para fortalecer la eficacia de todos los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño

� El equipo de trabajo ha estado coordinado por las investigadoras María Pia Martina y Marina Méndez de la Clínica Jurídica en Discapacidad y Derechos Humanos del CIDDH, y supervisado por los Profesores Ignacio Campoy Cervera de la Universidad Carlos III de Madrid, España y Francisco J Bariffi y Agustina Palacios de la Universidad Nacional de Mar del Plata, Argentina. Contacto: � HYPERLINK "mailto:clinicajuridicaunmdp@gmail.com" �clinicajuridicaunmdp@gmail.com� 


� Informe a la UNESCO de la Comisión Internacional sobre la educación para el siglo XXI, presidida por Jacques Delors, “La educación encierra un tesoro”, pág. 11


� A/HRC/25/29, p.3


� Resulta vital para comprender la dinámica de discriminación en torno al acceso a la derecho a la educación inclusiva tener presente la noción de “sistemas discriminadores”, ello toda vez que son los sistemas educativos clásicos, los que generan las mayores barreras para el efectivo goce de este derecho. 


� CAMPOY CERVERA, Ignacio, Estudio sobre la situación de los niños y las niñas con discapacidad en España, Cuadernos para el Debate nº2, UNICEF Comité Español, Huygens Editorial, Madrid, 2013, p. 42. 


� Parra Dussan, Carlos, “Educación inclusiva: un modelo de educación para todos” Revista ISEES N° 8 diciembre 2010, pág. 77


� UNESCO “Marco de Acción para las necesidades educativas especiales”, 1994, pág. 11


� CAMPOY CERVERA, Ignacio, Exposición en la Mesa Redonda sobre educación inclusiva, 13 de diciembre de 2014. Disponible en http://www.asociacionsolcom.org/node/169 


� Id.


� ECHEITA SARRIONANDIA, Gerardo, “Inclusión y Exclusión educativa”, Revista Electrónica Iberoamericana sobre Calidad, Eficacia y Cambio en Educación (RIECE), Vol. 6, núm. 2, 2008, p. 12  


� Como señala Bariffi, “…Las medidas que los Estados deben adoptar para garantizar la igualdad de las personas con discapacidad no debieran concebirse como obligaciones de realización progresiva, incluso cuando las mismas requieran de una obligación de satisfacción y la asignación de recursos disponibles…”, en BARIFFI, Francisco J, El régimen jurídico internacional de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, Colección Convención ONU nº 11, Ediciones Cinca, Madrid, p. 158.   Disponible en acceso abierto en: �HYPERLINK "http://www.cermi.es/es-ES/ColeccionesCermi/ConvencionONU/Paginas/Inicio.aspx?TSMEIdPub=12"�http://www.cermi.es/es-ES/ColeccionesCermi/ConvencionONU/Paginas/Inicio.aspx?TSMEIdPub=12� 


� Gutierrez Perilla, María del Pilar “La obligación de garantizar el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales en el Sistema Interamericano: acercamiento al contenido normativo del Artículo 26 de la Convención Americana, a partir de dos alternativas interpretativas de protección de los DESC”, Red Universitaria sobre Derechos Humanos y Democratización para América Latina, Año 2, Nº 4. Julio de 2013. Buenos Aires, Argentina


� De Beco, Gauthier “The right to inclusive education according to article 24 of the UN Convention on the rights of persons with disabilities: background, requirements and (remaining) questions” Netherlands Quarterly of Human Rights, Vol. 32/3, 263–287, 2014.


� Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación general 5, Personas con discapacidad, U.N. Doc. E/C.12/1994/13 (1994), párrafo 9


� Como observa Bariffi, “…lo cierto es que muchas de las medidas que la CDPD exige a los Estados Partes para garantizar la igualdad de las personas con discapacidad en el ejercicio de derechos civiles y políticos suponen más bien cambios ideológicos o actitudinales que no tienen costos, o, si los tienen, resultan prácticamente irrelevantes en el marco de los presupuestos generales del Estado. Pero incluso cuando las medidas exigidas requieren de costos apreciables, muchas veces basta con cambiar el destino o el foco donde el Estado destina dichos fondos. Por ejemplo, la obligación del Estado de garantizar la vida independiente y en la comunidad de las personas con discapacidad mental puede afrontarse perfectamente mediante la clausura de manicomios u hospitales psiquiátricos en pos de un modelo de tratamiento comunitario…”, en BARIFFI, Francisco, op. cit. p. 159. También véase WELLER, P., (2011) “The Convention on the Rights of Persons with Disabilities and the social model of health: new perspectives”, Journal of Mental Health Law (Special Edition), p. 75


� Cfr. párr. 1 y 2 de la CDPD


� UNESCO “Marco de Acción para las necesidades educativas especiales”, 1994, pág. 34


� UNESCO “Guidelines for inclusion: Ensuring access to education for all”, 2005, pág. 28


� OIT “Resolución sobre la formación y el desarrollo de los recursos humanos”, 88° Reunión, Ginebra, 2000, párrafo 3.





1

